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Este documento desarrolla algunas 
reflexiones sobre las áreas de trabajo 
de la OEA vinculadas con las preocupa-
ciones de nuestros ciudadanos: demo-
cracia, derechos humanos, seguridad 
multidimensional y desarrollo integral. 
Se trata de elementos esenciales para 
la gobernabilidad y la construcción de 
un Estado moderno, eficiente y trans-
parente. La opinión pública y diversos 
sectores sociales plantean crecientes 
interrogantes que debemos considerar 
a fin de explicar el papel político de la 
Organización. Para evaluar con objeti-
vidad el desempeño de la OEA, es con-
veniente conocer algunos de sus apor-
tes, avances y limitaciones. Debemos 
tener claro el carácter gubernamental 
de esta instancia y el desafío que tiene 
para consolidarse como un referente de 
cooperación en una región heterogé-
nea. Es importante también considerar 
que la OEA es una organización intergu-
bernamental que trabaja fundamental-
mente por consenso.
En los últimos meses, especialmen-
te a partir de la derogación de la Re-
solución de 1962 sobre Cuba1 y de la 
suspensión de Honduras2, hemos apre-
ciado un renovado interés en analizar 
la capacidad de acción de la OEA. Este 
texto busca proporcionar elementos 
para ese propósito. 
Multilateralismo hemisférico
El multilateralismo es un factor de-
terminante en las relaciones interame-
ricanas y globales. A través de él los 
países pueden influir en los procesos 
de toma de decisiones y en la defini-
ción de regímenes e instituciones que 
buscan dar gobernabilidad a la región 
y al mundo. Entre las ideas que sus-
* Embajador de Chile ante la OEA, Washing-
ton, D.C. 
1 AG/RES. 2438 (XXXIX-O/09)
2 AG/RES. 2 (XXXVII-E/09)
156
Estudios Internacionales 165 (2010) • Universidad de Chile
tentan esta afirmación, destacamos las 
siguientes que definen al Sistema Inte-
ramericano (SI):
1. La OEA es la depositaria de las nor-
mas de derecho internacional que 
han sido elaboradas en el marco re-
gional. Es un espacio de reafirma-
ción de principios y valores, tales 
como soberanía, no intervención, 
respeto del derecho internacional, 
solución pacífica de las controver-
sias, protección de los derechos 
humanos y las libertades funda-
mentales, promoción y consolida-
ción de la democracia y el Estado 
de derecho, buen gobierno, paz y 
seguridad. 
2. Es un espacio de cooperación, en 
cuanto camino para potenciar las 
capacidades nacionales a fin de 
hacer frente a problemas compar-
tidos.
3. Es un espacio para la elaboración 
de regímenes jurídicos, estándares 
internacionales y mecanismos mo-
dernos de seguimiento e implemen-
tación. Estos últimos incorporan un 
sistema de revisión entre pares, en 
virtud del cual los Estados evalúan 
periódicamente el cumplimiento de 
las obligaciones convencionales y 
recomiendan medidas correctivas 
cuando procedieren. Ejemplos de 
esta función son:
– El Mecanismo de Evaluación 
Multilateral de la Comisión Interame-
ricana para el Control del Abuso de 
Drogas (MEM-CICAD). Es una modali-
dad de implementación de las normas 
en el ámbito de la lucha contra las dro-
gas. 
– El Mecanismo de Evaluación y 
Seguimiento de la Convención Intera-
mericana contra la Corrupción (MESI-
CIC), que cumple un rol similar en un 
tema central para la democracia.
 – El Mecanismo de Seguimiento 
de la Implementación de la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, «Convención de Be-
lém do Pará» (MESECVI).
– La Secretaría Técnica para el 
Desarrollo del Programa de Acción 
para el Decenio de las Américas por 
los Derechos y la Dignidad de las Per-
sonas con Discapacidad (2006-2016) 
(SEDISCAP). Tiene un papel análogo en 
materia de discapacidad.
4. Puede ser también un espacio de 
sanción. La OEA tiene capacida-
des limitadas en este ámbito y no 
dispone de competencias similares 
a las del Sistema de las Naciones 
Unidas en materia de medidas coer-
citivas.
Multilateralismo Efectivo
Este concepto tiene que ver con la 
exigencia de que el multilateralismo 
sea coherente en el plano sistémico. El 
SI es parte del sistema universal (Na-
ciones Unidas). Los niveles globales 
y regionales son interdependientes y 
complementarios (Capítulo VIII de la 
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Carta de las Naciones Unidas; acuer-
dos regionales previstos en el Art. 52). 
Se debe buscar un modelo multilateral 
operativo y eficaz, donde se eviten las 
duplicaciones y se favorezca la coor-
dinación. Los esquemas regionales 
deben emplear sus ventajas compara-
tivas socioculturales para implementar 
los principios y valores universales, no 
para relativizarlos. 
Es probable que exista una ten-
dencia hacia un multilateralismo más 
cooperativo, con mayores niveles de 
inclusión. El unilateralismo ha mos-
trado su ineficacia y la disposición de 
los Estados Unidos a trabajar colec-
tivamente contribuye a una mirada 
más optimista respecto de la efectivi-
dad del sistema en temas regionales y 
globales. 
Para el SI esto es clave y aunque 
se trata de una región diversa o he-
terogénea en múltiples ámbitos y con 
crecientes diferencias ideológicas, de-
bemos continuar esforzándonos por 
preservar el multilateralismo hemis-
férico. La paz interestatal y social que 
hemos alcanzado es un capital político 
que debe mantenerse y en torno al cual 
deberíamos reconocer el aporte de un 
sistema regional articulado. Es necesa-
rio evitar que legítimos reagrupamien-
tos limiten las capacidades y la acción 
de la OEA. El apoyo político debe ir 
acompañado de mayores recursos y 
esa es también una responsabilidad 
colectiva. 
Democracia
La contribución de la OEA en el 
área de la promoción y defensa de la 
democracia ha sido determinante des-
de la perspectiva normativa y política, 
con proyecciones culturales3. La Carta 
de la OEA contiene menciones concre-
tas a la democracia (artículo 3). Diver-
sas Resoluciones también lo hacen y la 
Quinta Reunión de Consulta de Mi-
nistros de Relaciones Exteriores, cele-
brada en Chile en 1959, identificó los 
elementos de la democracia represen-
tativa. Es útil comprender la impor-
tancia de ese esfuerzo en un contexto 
político muy distinto del actual. 
En la acción de la OEA en esta área 
destacan algunos aspectos. 
En primer lugar, un proceso de co-
dificación del derecho a la democracia, 
que se ha expresado en las siguientes 
etapas: 
1. La Resolución 1080 de 1990, pre-
sentada por Chile, que consagra la 
cláusula democrática. Es la primera 
ocasión en que se establecen san-
ciones para los países en los que se 
rompe el orden constitucional. Fue 
aplicada en Haití (1991). Como 
3 En el período 2005-09, se han organizado 
12 misiones para enfrentar crisis políticas 
e institucionales en los siguientes países 
miembros: Belice-Guatemala (2000-2008), 
Bolivia (2005 y 2008), Colombia-Ecuador 
(2008- actualidad), Colombia (2005- ac-
tualidad, 2007), Ecuador (2005), Guate-
mala (2000-2006), Haití (2000-2006, 
2008), Honduras (2009), Nicaragua (2005) 
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lo señala el Secretario de Asuntos 
Jurídicos de la OEA, Jean-Michel 
Arrighi, la crisis del Perú en 1992, 
en la que un gobierno legítimamen-
te elegido disolvió el Congreso, y 
luego de gestiones de la OEA se con-
vocó una Asamblea Constituyente, 
permitió advertir que era preciso 
complementar la Resolución 1080. 
Un problema central era que no se 
señalaban con precisión4 las moda-
lidades que podían tener las inte-
rrupciones abruptas de la democra-
cia. Este fue el inicio de un proceso 
que condujo a la aprobación de 
una Carta Democrática Interame-
ricana. 
2. El Protocolo de Washington de 
1992 modificó la Carta de la OEA 
(artículo 9) e incorporó la cláusu-
la democrática (suspensión en caso 
de quiebre democrático). Fue un 
avance, pero tampoco proporcio-
naba más elementos respecto de 
situaciones que no fueran el clásico 
golpe de Estado. 
3. La Carta Democrática Interame-
ricana (CDI), aprobada por Reso-
lución de la Asamblea General de 
2001, no es formalmente un trata-
do, pero vincula a los países miem-
bros de la OEA ya que desarrolla 
principios básicos de la Carta e in-
tenta identificar distintas situacio-
nes frente a un quiebre democrá-
tico. La relevancia de este instru-
4 Arrighi, Jean Michel (2008), «Derecho 
Internacional y Democracia en el Sistema 
Interamericano», Homenaje a Santiago 
Benadava; Santiago de Chile.
mento rebasa el estricto valor jurí-
dico de una resolución. La CDI es el 
mayor esfuerzo político del SI por 
promover la cooperación en esta 
esfera, la cual va más allá del análi-
sis sobre la jerarquía y el alcance de 
estos instrumentos. Una corriente 
de opinión sostiene que se trataría 
de una costumbre regional, de un 
desarrollo normativo o de una in-
terpretación de la Carta de la OEA, 
en especial de los artículos 2 b) y 
3 d). Este planteamiento sugeriría 
una excepción al principio de la no 
intervención, consagrado en el artí-
culo 19 de dicha Carta, fundamen-
tado en la legítima preocupación de 
la comunidad internacional frente 
a situaciones o crisis que amenacen 
la democracia. La tendencia mues-
tra que invocar el principio de la no 
intervención para rechazar el inte-
rés en contribuir a la preservación 
de la democracia es hoy de difícil 
sustento. Esto tiene sentido especial 
en el contexto de las relaciones in-
teramericanas.
En segundo lugar, la CDI ha impli-
cado avances sustantivos, particular-
mente en los siguientes ámbitos:
1. Consagra el derecho de los pueblos 
a la democracia y la obligación de 
los gobiernos de promoverla y de-
fenderla.
2. Reconoce que la democracia es 
esencial para el desarrollo social, 
político y económico de los pue-
blos.
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3. Establece los elementos constituti-
vos de la democracia representativa:
3.1. El respeto de los derechos hu-
manos y las libertades funda-
mentales
3.2. El acceso al poder y su ejerci-
cio con sumisión al Estado de 
derecho
3.3. La celebración de elecciones 
periódicas, libres, justas y ba-
sadas en el sufragio universal y 
secreto.
3.4. Un régimen plural de partidos 
y organizaciones políticas.
3.5. La separación e independencia 
de los poderes públicos. 
La CDI distingue claramente dos 
conceptos: la democracia de origen 
(electoral) y la democracia de gestión 
(comportamiento democrático). Según 
este criterio no bastan las elecciones li-
bres, secretas e informadas, que gene-
ran una legitimidad básica, sino que es 
necesario también gobernar democrá-
ticamente, respetando los elementos 
esenciales ya aludidos. Esto es lo que 
está en juego cuando se habla de una 
aplicación efectiva de la Carta. 
La CDI describe situaciones que 
generan distintos niveles de respuesta 
para preservar una democracia ame-
nazada o interrumpida en un Estado 
miembro. 
Un análisis de diversos escenarios 
contenidos en ese documento permite 
constatar que «la Carta está hecha por 
gobiernos y para gobiernos».
ESCENARIO UNO (ART. 17). Un go-
bierno considera que está en riesgo:
1. El proceso político institucional
2. El legítimo ejercicio del poder
El Gobierno afectado solicita al Se-
cretario General o al Consejo su asis-
tencia para fortalecer y preservar la 
institucionalidad democrática. Se re-
quiere entonces el consentimiento del 
país involucrado. 
ESCENARIO DOS (ART. 18). En un 
Estado se producen situaciones que 
pudieran afectar: 
1. El proceso político institucional
2. El legítimo ejercicio del poder
En este caso, la iniciativa de hacer 
gestiones, disponer visitas u otras me-
didas es del Secretario General o del 
Consejo. También se requiere el con-
sentimiento previo del Gobierno afec-
tado.
ESCENARIO TRES (ARTS. 19-20-
21). Contempla dos situaciones:
1. Una alteración que afecte grave-
mente el orden institucional o
2. La ruptura democrática.
En ambos casos se produce un obs-
táculo insuperable para que el gobier-
no pertinente participe en la Organiza-
ción. Cualquier Estado o el Secretario 
General pueden pedir una apreciación 
colectiva en el Consejo Permanente, 
donde participan los gobiernos allí 
representados. Luego de agotadas las 
gestiones diplomáticas, puede darse 
lugar a la suspensión de dicho Esta-
do en un período extraordinario de 
la Asamblea General. Esa decisión re-
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quiere de un quórum de dos tercios y 
desarrolla las normas contenidas en 
el artículo 9 de la Carta de la OEA, 
modificada por el Protocolo de Was-
hington. Esto fue lo que ocurrió en el 
caso de Honduras en que se aplicó por 
primera vez el artículo 21 de la CDI. 
En esa ocasión, se adoptó la máxima 
sanción que contempla el SI (AG/RES. 
2 [XXXVII-E/09]). Siempre la OEA, a 
través del Secretario General y de los 
Estados miembros, puede continuar 
haciendo gestiones diplomáticas para 
buscar una restauración de la demo-
cracia. Es lo que ha ocurrido con el 
Acuerdo de San José y las misiones de 
Cancilleres. 
¿Cuáles son los desafíos que se 
plantean en la evaluación de las capa-
cidades de la OEA? Frente a esta pre-
gunta, formulamos tres observaciones:
1. En primer lugar, en los casos 
contemplados en la CDI operarían lo 
que denominaríamos «candados gu-
bernamentales». Los Gobiernos en 
definitiva deciden la utilización de la 
Carta. Ellos son los únicos que partici-
pan en este proceso. Ya sea el gobier-
no que requiera asistencia de la OEA u 
otros, cuando se hace una apreciación 
colectiva y se deciden las gestiones o 
sanciones contempladas en la CDI.5
2. Este instrumento solo puede ser 
activado por el Ejecutivo y, en el hecho, 
5 Sobre este punto véase Legler, Thomas 
(2007), La Carta Democrática: Retórica 
o Realidad Promoción de Democracia en 
las Américas, John Hopkins University 
Press.
los países han rechazado la posibilidad 
de que sea invocada por otros poderes 
del Estado. El propio Secretario Gene-
ral sugirió al Consejo Permanente, en 
20076, una aplicación extensiva de la 
Carta, propuesta que planteó dificul-
tades. Es evidente, entonces, que cuan-
do otros Poderes del Estado se sientan 
afectados por acciones del Ejecutivo, 
no podrían poner en marcha los meca-
nismos de la Carta. 
3. En tercer lugar, es necesario 
precisar qué se entiende por alteración 
que afecte gravemente el orden consti-
tucional y cómo se define el obstáculo 
insuperable para la participación de un 
gobierno en la Organización. El ex Pre-
sidente Carter ha señalado situaciones 
que deberían incluirse en este concep-
to, las que desarrollan y complementan 
aquellas identificadas por la OEA en 
19597 e incorporan los criterios suge-
ridos por el Profesor Robert Dahl. Las 
situaciones sugeridas son las siguientes:
• Una violación de la integridad 
de las instituciones centrales y/o de los 
controles constitucionales internos que 
permitan la separación de los poderes.
• La celebración de elecciones que 
no cumplan con normas internaciona-
les mínimas.
• La alteración de la periodicidad 
de las elecciones o el hecho de que no 
se respeten sus resultados.
6 Véase CP/Doc. 4184/07.
7 Carter, Jimmy; (2005) conferencia sobre 
Problemas y Peligros de la Democracia, 
Cátedra de las Américas OEA: «Una Lec-
ción de Democracia», Universidad San 
Martín de Porres, pp. 26 y ss.
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• La violación sistemática de las 
libertades fundamentales (expresión, 
asociación, derechos de las minorías).
• La interrupción anticonstitucio-
nal de un mandato.
• La interferencia arbitraria o ile-
gal en los nombramientos o delibera-
ciones de los otros poderes del Estado.
• El uso sistémico de cargos públi-
cos para silenciar, hostigar o interrum-
pir las actividades normales y legales de 
los miembros de la oposición política, 
de la prensa o de la sociedad civil. 
Estas hipótesis requieren cierta-
mente de mayor precisión, junto con 
una apreciación política.
Las respuestas que se den a estas in-
terrogantes serán cruciales en la evolu-
ción de la CDI e influirán en la evalua-
ción que la comunidad internacional 
tenga de la eficacia de la OEA. 
Creemos que, en este orden de 
ideas, será necesario reflexionar sobre 
algunos puntos:
1. Utilizar la CDI como instrumento 
que permita identificar los défi-
cits de la democracia en la región 
y promover modelos para asistir a 
los países en el fortalecimiento de 
los regímenes democráticos. No 
estamos pensando en imposiciones 
o sanciones, sino en abrir espacios 
para una cooperación activa en 
esta esfera. El Secretario General, 
en su informe de 20078, se refirió 
a este punto y expuso algunas op-
ciones para conocer el estado de la 
8 Ibid. Nota 3 supra. 
democracia en el hemisferio. Con-
cretamente, sugirió la evaluación 
sectorial de los elementos consti-
tutivos de la democracia a través 
de los informes que la Secretaría 
elabora en áreas como derechos 
humanos, corrupción, observación 
electoral, violencia contra la mujer 
y discapacidad. El objetivo sería 
utilizar esa información con crite-
rio preventivo para establecer un 
diálogo con los países pertinentes 
con miras a mejorar la calidad de 
la democracia. 
2. Ampliar la posibilidad de invocar 
la CDI por otros poderes del Estado.
3. Reforzar la capacidad de iniciativa 
del Secretario General en el marco 
de un multilateralismo moderno 
que no se interprete como una su-
pranacionalidad. Así, el Secretario 
General podría actuar de oficio en 
los casos en que existe una amena-
za a la democracia y ejercería las 
facultades que le confiere el artículo 
110 inciso 2 de la Carta de la OEA. 
Ello puede revitalizar la acción del 
Sistema.
4. Establecer un diálogo oportuno, 
que haga las veces de «alerta tem-
prana» entre la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos 
(CIDH), que goza de autonomía e 
independencia, los órganos políti-
cos y la Secretaría General, respec-
to de situaciones en que la CIDH 
prevea una crisis que pueda ame-
nazar la democracia y los derechos 
humanos. Atendiendo a ese princi-
pio, la coordinación con los órga-
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nos políticos es indispensable para 
dar eficacia al proceso. 
5. Estudiar una revisión de la Carta. 
El actual Presidente de la Comi-
sión de Asuntos Jurídicos y Políti-
cos está interesado en trabajar esta 
materia pero debe verse si hay am-
biente político para ello. El Comité 
Jurídico Interamericano ha hecho 
un estudio analítico recientemente 
expuesto ante la CJI9 en el que se 
hace referencia a diversos desafíos 
y se examina la bibliografía espe-
cializada relativa a la CDI. 
6. Establecer mecanismos para faci-
litar la solución de conflictos inte-
rinstitucionales. La Organización 
tiene capacidad para ser un espa-
cio de intercambio de experiencias 
constitucionales y legales, y puede 
profundizar una acción en esa área. 
Se trata de un trabajo preventivo 
frente a situaciones que puedan 
amenazar el orden democrático. 
7. La OEA se ha constituido en agente 
para asistir en el perfeccionamiento 
de los sistemas electorales y en un 
referente de la observación de elec-
ciones. Es indispensable continuar 
dando apoyo político y material a 
esta labor que permite implementar 
la CDI (Capítulo V) y consolidar la 
legitimidad de origen de la demo-
cracia. La elaboración de estándares 
electorales es una contribución efec-
tiva al mejoramiento de la calidad 
9 CJI/Doc. 3l7/09/corr.l «Seguimiento de la 
Aplicación de la Carta Democrática Inte-
ramericana» OEA, 19 de marzo de 2009.
de nuestros sistemas democráticos. 
8. Implementar el capítulo de preven-
ción. La OEA está analizando el di-
seño de una agenda democrática, lo 
que ya fue sugerido en la V Cumbre 
de las Américas. Ello puede contri-
buir a asegurar mejores condicio-
nes de sustentabilidad democrática. 
Derechos humanos
El Sistema Interamericano de De-
rechos Humanos (SIDH) tiene una ca-
racterística central, consistente en que 
los gobiernos han dotado a sus dos 
instancias principales, la Comisión y la 
Corte, de autonomía e independencia.
La Comisión (CIDH) actúa en ma-
teria de prevención, supervisión y 
protección. La Corte es un órgano 
jurisdiccional, cuyas sentencias son 
obligatorias para los Estados que han 
reconocido su competencia.
Recientemente, en la conmemora-
ción del cincuentenario de la CIDH, se 
recordó que el aporte del SIDH en sus 
primeras décadas, se centró en la pro-
tección frente a violaciones masivas y 
sistemáticas de los derechos humanos. 
Posteriormente, se han identificado 
otros temas abordados en la etapa más 
reciente: libertad de expresión, acceso 
a la información, igualdad de género, 
derechos de los pueblos indígenas, dis-
criminación y desarrollo progresivo 
de los derechos económicos, sociales y 
culturales (DESC). 
El Sistema ha contribuido en tres 
áreas esenciales:
163
Pedro Oyarce • La OEA y la cooperación hemisférica
1. Desarrollo de un cuerpo norma-
tivo que consagra estándares interna-
cionales: 
- Convención Americana sobre 
Derechos Humanos 
- Protocolo de San Salvador so-
bre los derechos económicos, sociales 
y culturales
- Protocolo sobre la abolición de 
la pena de muerte
- Otras Convenciones Interame-
ricanas 
• La prevención y sanción de la 
tortura
• La desaparición forzada de 
personas
• Prevención, sanción y erradi-
cación de la violencia contra la mujer 
(Belem do Pará)
• La eliminación de todas las 
formas de discriminación contra las 
personas con discapacidad. 
2. Procesos normativos internos. 
La implementación efectiva de las de-
cisiones de los órganos del SIDH es un 
elemento central de la protección re-
gional. Por otra parte, la reparación de 
las violaciones es una forma de tutelar 
aquello a que los países se comprome-
tieron al ratificar la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos y 
otros instrumentos. Es necesario con-
signar que las sentencias dictadas por 
la Corte (artículos 67 y 68 de la Con-
vención) tienen carácter definitivo, 
inapelable y vinculante. En el caso de 
la Comisión, las medidas cautelares, 
aunque no tienen rango convencional, 
emanan de los poderes entregados por 
el Estatuto y de una práctica sucesiva; 
en cuanto a los informes de solución 
amistosa aceptados por las partes, se 
entiende que ellos gozan de carácter 
vinculante. Los informes definitivos 
o de fondo de la Comisión en casos 
contenciosos generan para los Estados 
una obligación de cumplirlos de buena 
fe.
La jurisprudencia de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos ha 
sido decisiva en este proceso:
• Caso Barrios Altos contra Perú. 
Dejó sin efecto las leyes de amnistía. 
Permitió que se reabrieran miles de 
causas penales10.
• Caso de la Comunidad Awas 
Tingui contra Nicaragua. Se ordenó al 
Estado elaborar un marco jurídico que 
permitiera delimitar las propiedades 
indígenas. El Estado lo hizo y muchas 
comunidades han podido solucionar 
sus problemas11.
• Caso Olmedo Bustos (La Ul-
tima Tentación de Cristo) contra 
Chile. Se ordenó al Estado que re-
formara su Constitución Política en 
materia de censura cinematográfica 
para dejarla acorde con la Conven-
ción Americana de Derechos Huma-
10 Corte I.D.H., Caso Barrios Altos vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 4 de marzo de 200. 
Serie C No. 75; Corte I.D.H., Caso Barrios 
Altos vs. Perú. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de noviembre de 2001. 
Serie C No. 87.
11  Corte I.D.H., Caso de la Comunidad 
Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicara-
gua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia del 31 de agosto de 2001. Serie C. 
Nº 79.
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nos. El Estado cumplió y reformó la 
Constitución12.
• Caso Claude Reyes contra Chi-
le. Se ordenó al Estado que creara un 
marco jurídico y un mecanismo que 
permitiera el acceso a la información 
pública. El Estado dictó la ley de infor-
mación pública y creo el Consejo de la 
Transparencia13.
• Caso Herrera Ulloa contra Cos-
ta Rica. Se ordenó al Estado que toma-
ra las medidas pertinentes para permi-
tir una revisión integral de la sentencia 
de primera instancia en materia penal. 
El Estado dictó una ley que fijó las 
causales por las cuales procede el re-
curso de casación14.
3. Una variedad de documentos 
consagran y reafirman el valor de los 
derechos humanos. A su vez, un con-
junto de declaraciones políticas bilate-
rales, multilaterales, regionales, subre-
gionales y, recientemente, la Declara-
ción de Compromiso de la V Cumbre 
de las Américas, confirman la priori-
dad política de esta materia. El tema 
de fondo es que ello se traduzca en un 
12 Corte I.D.H., Caso «La Última Tentación 
de Cristo» (Olmedo Bustos y otros contra 
Chile). Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie 
C No. 73.
13 Corte I.D.H., Caso Claude Reyes y otros 
contra Chile. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia del 9 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 151.
14 Corte I.D.H., Caso Herrera Ulloa contra 
Costa Rica. Excepciones Preliminares. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 de julio de 2004. Serie C. No. l07.
sistema universal en que los Estados 
asignen mayores recursos a los órganos 
del SIDH y en la profundización de un 
diálogo constructivo entre todos los 
usuarios. Estas preocupaciones fueron 
recogidas en la Declaración de Santia-
go, conmemorativa del cincuentenario 
de la CIDH (Santiago de Chile, 2009). 
Estas referencias permiten concluir 
que este tema plantea desafíos jurídicos, 
políticos y éticos, así como un trabajo 
sustantivo, especialmente en las instan-
cias competentes de los países miem-
bros. Se busca asegurar que las obliga-
ciones asumidas internacionalmente 
sean cumplidas y que el derecho interno 
se ajuste a dichas normas. El artículo 2 
de la Convención Americana obliga ex-
presamente a los Estados a adoptar a 
nivel local aquellas medidas de carácter 
legislativo, judicial o administrativo que 
fueren necesarias para hacer efectivos 
los derechos consagrados convencio-
nalmente. Para fortalecer la implemen-
tación de las decisiones y sentencias del 
SIDH es indispensable una estrategia que 
involucre a diversos actores a fin de ga-
rantizar una protección jurídica efectiva. 
El Centro para la Justicia y el Derecho 
Internacional (CEJIL) ha analizado con 
profundidad este tema, contribuyendo 
al desarrollo progresivo del derecho in-
ternacional de los derechos Humanos 
pero, por sobre todo, generando con-
ciencia pública y política sobre una di-
mensión esencial de las democracias15.
15 Krsticevic, Viviana; (2007) «Reflexiones 
sobre la Ejecución de las Decisiones del 
Sistema Interamericano de Protección de 
los Derechos Humanos, Jurisprudencia, 
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Destaquemos algunos aspectos que 
deberían abordarse:
El desarrollo de un capítulo pre-
ventivo en materia de derechos huma-
nos es un desafío que debe entenderse 
como parte de la cultura democrática. 
Se trata de un proceso que requiere de 
atención política y pedagógica cotidia-
na para reforzar la legítima preocupa-
ción de la comunidad internacional y 
fortalecer la cooperación en este ám-
bito. 
Los derechos humanos son incor-
porados en el discurso político pero 
la realidad muestra que la labor de 
cautela produce tensiones entre los 
órganos del Sistema y los gobiernos. 
Esto se manifiesta especialmente en las 
visitas in loco y en los informes de la 
CIDH. 
Un aspecto fundamental y visible 
en materia de derechos humanos es el 
papel de la sociedad civil. Esto se vin-
cula a un tema de principios, aunque 
esencialmente se trata de una cuestión 
de acceso y de defensoría de las vícti-
mas.
El SIDH requiere, por tanto, de per-
feccionamientos, en particular en tér-
minos de recursos, en la agilización de 
los procedimientos y mecanismos de 
implementación de sus decisiones. En 
2008 la CIDH recibió 1323 denuncias, 
de las cuales se dio trámite a 118. Sa-
bemos que se están estudiando medi-
das para responder a este problema. 
Se trata aquí de un punto político 
Normativa y Experiencias Nacionales, 
Washington, D.C, pp 5 y ss.
que requiere de atención y respuesta 
urgentes, ya que de otra manera este 
órgano quedaría limitado para una ac-
ción efectiva y planificada dentro del 
funcionamiento democrático. 
Seguridad Multidimensional
Este tema se ha agregado al con-
cepto clásico de seguridad estatal, para 
abarcar la seguridad centrada en las 
personas. 
La Organización continúa traba-
jando en el ámbito de las medidas de 
fomento de la confianza, asociadas a la 
visión tradicional. Lamentablemente, 
los países de la región han entregado 
escasa información en esta materia y 
se requiere darle una mayor prioridad 
política. En 2007 solo tres Estados en-
viaron informes a la Comisión de Se-
guridad Hemisférica16.
Nuevos actores, problemas y ame-
nazas se expresan en el enfoque multi-
dimensional de seguridad consagrado 
en la Asamblea General celebrada en 
Barbados (2002)17.
El desafío de hoy es responder a los 
fenómenos vinculados con el crimen 
organizado, el narcotráfico, el acceso 
a armas pequeñas y ligeras de actores 
16 «Catálogo de Informes de los Estados 
Miembros Presentados de Conformidad 
con las Resoluciones de la Asamblea Ge-
neral en Materia de Seguridad Hemisféri-
ca l997-2009» (doc.CP/CDH/INF. ll28/09, 
de 3/7/2009).
17 «Declaración de Bridgetown», Asamblea 
General de la OEA, doc. AG/DEC.27 
(XXXII-O/02).
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no estatales y otros ilícitos de carácter 
trasnacional. Estas realidades generan 
violencia e inseguridad, cuestionan el 
monopolio legítimo de la fuerza por 
parte del Estado, afectando la calidad 
de vida de los ciudadanos y, lo que es 
más grave, el Estado de derecho y la 
institucionalidad democrática. 
En nuestra región los homicidios 
duplican el promedio mundial, llegan-
do en algunas zonas a quintuplicarlo. 
No obstante que en las Américas solo 
habita el 8% de la población mundial, 
ocurre en ellas el 42% de los homici-
dios con armas de fuego y el 66% de 
los secuestros del mundo18.
En este contexto, dentro del marco 
interamericano se ha trabajado para 
implementar la Declaración de Segu-
ridad para las Américas, aprobada 
en México en 2003, en torno a cinco 
pilares: gestión de la seguridad públi-
ca; prevención de la delincuencia, la 
violencia y la inseguridad; gestión de 
la policía; participación ciudadana y 
comunitaria; y cooperación interna-
cional. 
En la Secretaría Política de la OEA 
se ha venido desarrollando el concepto 
de la nueva estatalidad. El término no 
se relaciona con el viejo estatismo, que 
tiene connotaciones más ideológicas o 
políticas. Lo que se busca es un nuevo 
18 Discurso del Secretario General de la OEA, 
José Miguel Insulza, en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Segu-
ridad Pública: Reunión de Expertos Pre-
paratoria de la MISPA II, Montevideo, 
Uruguay – 4 de agosto de 2009 (doc. 
MISPA/RE/INF.8/09, de 4/8/2009).
Estado para una nueva democracia, de 
mejor calidad, un Estado con capaci-
dad real de garantizar a los ciudada-
nos el acceso a bienes públicos básicos. 
La seguridad pública es uno de ellos. 
Algunos ámbitos que deben conside-
rarse:
• El respeto de los derechos hu-
manos.
• La ampliación de las funciones 
de las fuerzas armadas. Esta tendencia 
debe ser observada con detenimiento, 
porque es una esfera inherente a las 
policías. Sin duda, este es un punto so-
bre el cual los regímenes democráticos 
deben reflexionar y actuar con pru-
dencia, dadas las superposiciones que 
pueden darse entre las competencias 
de ambas instituciones19.
• Los niveles de desarrollo e inclu-
sión que debe tener una sociedad una 
de las regiones de mayor desigualdad, 
¿Cómo se pueden mejorar los índices 
de seguridad?
Cabe preguntarse la contribución 
que pueden hacer la OEA o el sistema 
multilateral
• Fortalecer las capacidades ins-
titucionales y los recursos humanos 
policiales y civiles para definir e imple-
mentar políticas públicas en materia 
de seguridad. Se está preparando un 
estudio de factibilidad sobre las me-
19 Véase Rojas Aravena, Francisco, «Améri-
ca Latina: Defensa y Seguridad en el Siglo 
XXI», Documento preparado para la 
Reunión de RESDAL, «La Situación de la 
Defensa en América Latina y las Perspec-
tivas a Futuro», Bolivia, julio de 2009, pp 
37 y ss.
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jores formas de reforzar en la región 
el entrenamiento y la formación de 
personal con responsabilidad en segu-
ridad pública20. Esta idea parece esen-
cial para una gestión integral del tema 
y viene de un mandato de la Primera 
Reunión Ministerial de Seguridad Pú-
blica (MISPA) analizado en la MISPA II 
en República Dominicana (2-5 no-
viembre de 2009). Se trata de una pre-
ocupación política prioritaria para la 
región. 
• Crear un observatorio intera-
mericano de seguridad para analizar 
y divulgar información comparable 
sobre crimen y violencia. Ello puede 
contribuir a un mejor diseño de polí-
ticas públicas en seguridad, monitoreo 
y desarrollo de indicadores.
• Con este objetivo el BID y la Uni-
versidad del Valle en Colombia ela-
boran actualmente un proyecto para 
establecer parámetros comparables en 
materia de seguridad pública.
• La OEA, como cuerpo político, 
puede proponer estrategias innovado-
ras y alianzas con otros organismos 
del sistema interamericano y de las 
Naciones Unidas, para potenciar las 
capacidades de luchar contra estos ilí-
citos vinculados a la seguridad públi-
ca. 
20 Estudio de Factibilidad para el Fortaleci-
miento en la Región de la fomación del 
personal con responsabilidad en temas de 
Seguridad Pública (MISPA/RE/doc.4/09. 
04 agosto 2009)
Desarrollo Integral
• En la OEA se ha continuado 
abriendo un espacio político para los 
temas de desarrollo enunciados en el 
Capítulo VII de la Carta titulado «De-
sarrollo Integral». La idea es comple-
mentar el enfoque social de manera de 
expresar la relación entre el desarrollo 
integral, la superación de la pobreza y 
la gobernabilidad democrática, como 
una prioridad en la agenda interameri-
cana. ¿Cómo está trabajando este pun-
to la Organización? 
• En la negociación de una Carta 
Social. Ese proceso busca desarrollar 
garantías explícitas en materia de de-
rechos económicos, sociales y cultura-
les (educación, salud, empleo, cultura, 
ciencia y tecnología). Debemos reco-
nocer y esto hay que decirlo, que el en-
foque expresando, que algunos Esta-
dos promovemos, genera dificultades, 
no porque se desconozca esta catego-
ría sino por un problema de exigibili-
dad, vinculado más bien a diferentes 
sistemas jurídicos. Este aspecto ha sido 
analizado en el proceso de laboración 
del Protocolo Facultativo al Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. Al respecto, el 
Profesor Víctor Abramovich sostiene 
que los Estados o los sujetos obligados 
deben tener un amplio espacio de dis-
crecionalidad para elegir las medidas 
específicas, destinadas a hacer efecti-
vos estos derechos21. Desde esa pers-
21 Abramovich, Víctor; (2006) «Una Aproxi-
mación al Enfoque de Derechos en las 
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pectiva, sería esencial que esta concep-
ción no se constituya en una limitante 
para quienes definen políticas y estra-
tegias de desarrollo. Es probable que 
la propia aplicación de estos derechos 
permita ir buscando soluciones que fa-
ciliten el desarrollo progresivo de esta 
categoría. 
• Para muchos la Carta Social es 
el complemento de la Carta Democrá-
tica Interamericana (CDI), lo cual pa-
rece una afirmación políticamente co-
rrecta. La propia CDI así lo reconoce al 
señalar en su Capítulo III que la demo-
cracia y el desarrollo económico y so-
cial son interdependientes y se refuer-
zan mutuamente. La CDI proclama la 
ciudadanía social, que constituye una 
dimensión fundamental para reforzar 
la democracia. Esta es una base para la 
expansión de los derechos sociales. Sin 
ella, la democracia puede debilitarse y 
afectar la adhesión ciudadana, lo que 
es peligroso en una región con altos ín-
dices de pobreza e inequidad. 
• La prioridad política en esta 
área es el lanzamiento de la Red In-
teramericana de Protección Social, 
dando seguimiento así a una iniciati-
va propuesta por Chile, aprobada en 
la Primera Reunión de Ministros y 
Altas Autoridades de Desarrollo So-
cial (Reñaca, 2008) y ratificada por 
la V Cumbre de las Américas. Ese fue 
un punto de inflexión al reconocerse 
colectivamente que el fortalecimiento 
de la dimensión social de las políticas 
Estrategias y Políticas de Desarrollo»; 
Revista de la CEPAL 88, abril.
públicas es esencial para la gobernabi-
lidad democrática. 
• Es claro que no hay modelos ni 
experiencias únicas en el ámbito del 
desarrollo social y que es posible un 
trabajo cooperativo, en que la OEA 
juegue un papel articulador. Esta es la 
lógica con la cual se han socializado 
experiencias como Chile Solidario, 
Bolsa Familia de Brasil, Vivir Mejor 
de México, Oportunidades de Estados 
Unidos, y Step-up de Trinidad y Toba-
go22.
• Un aspecto más general, y que 
relaciona el Sistema Interamericano 
con el global, es cómo la OEA puede 
contribuir a generar en la región las 
condiciones que permitan dar cumpli-
miento a los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio.
• La formación y perfecciona-
miento del capital humano para mejo-
rar la competitividad de la región. Esto 
tiene que ver con educación (becas), 
ciencia y tecnología, sobre una base de 
no discriminación e inclusión.
• La OEA debe continuar siendo 
un espacio de cooperación para el 
intercambio de buenas prácticas en 
materia de políticas públicas sociales 
y el reforzamiento de las instituciones 
nacionales en esta área. Si la Organi-
zación es entendida en esa línea y no 
como una agencia de desarrollo, po-
22 Véase Gacitúa-Marió , Estanislao, Andrew 
Norton y Sophia V. Georgieva, «Building 
Equality and Opportunity Through Social 
Guarantees» (2009), en New Approaches 
to Public Policy and the Realization of 
Rights,Banco Mundial .
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dremos contribuir a que la OEA ella 
utilice sus ventajas comparativas y 
haga un aporte concreto al multilate-
ralismo en el capítulo social. 
Conclusiones
Estas reflexiones sitúan a la OEA 
como un actor más cercano a temas 
que preocupan a la gente y si bien a 
veces los avances son limitados ello se 
debe a que los gobiernos no están en 
condiciones de adoptar decisiones po-
líticas. El mecanismo del consenso es 
percibido como un patrimonio de esta 
institución que, junto con sus ventajas, 
puede ser un obstáculo para abordar 
temas políticos urgentes que requieren 
de una capacidad de reacción rápida 
pero en que las diferencias de opinión 
son difícilmente superables. En situa-
ciones críticas, algunos países han 
planteado que esta forma de tomar 
decisiones puede transformarse en una 
suerte de veto y paralizar a la Orga-
nización. No creemos que exista una 
voluntad para cambiar esta práctica.
Sin duda, los capítulos más sensi-
bles y determinantes en la evaluación 
de la OEA se vinculan con la defensa 
de la democracia y los derechos hu-
manos. Este trabajo sistematiza, por 
tanto, un conjunto de problemas que 
merecen ser analizados en el seno de 
los cuerpos políticos. 
La OEA es capaz de influir en los 
ámbitos internos e internacionales, 
donde los conceptos de soberanía y 
no intervención siguen siendo funda-
mentales. Sin embargo, ellos no pue-
den ser invocados para rechazar la le-
gítima preocupación de la comunidad 
internacional en materias relativas a la 
dignidad humana y a la democracia. 
La OEA tiene que preservar una lógi-
ca constructiva que lleve a superar las 
tradicionales reticencias que plantean 
estos temas.
La Organización tiene además una 
fuerte presencia en la definición de po-
líticas públicas y ello es reflejo de un 
trabajo sistemático, respetado y de-
mandado. La OEA es también un foro 
efectivo de cooperación interamericana 
y un espacio privilegiado para proyec-
tar la prioridad regional de la política 
exterior de los países miembros. Es el 
resultado de un entendimiento de cómo 
funciona un sistema multilateral mo-
derno, que comprenda la prevención, 
la interlocución entre sus miembros y, 
cuando sea necesario, la sanción.
Por último, es indispensable insistir 
en que la OEA debe seguir siendo el lu-
gar donde se custodien los principios y 
valores constitutivos de las sociedades 
interamericanas. Esto es central en una 
región donde el respeto al derecho in-
ternacional es un pilar fundamental de 
la cultura política.
El suministro de los recursos hu-
manos y financieros adecuados es 
también una obligación política hacia 
la OEA, la que no podrá continuar su 
acción cooperativa si el presupues-
to ordinario no se lo permite. En tal 
sentido, las contribuciones voluntarias 
ayudan pero la institución requiere de 
una mejor previsión presupuestaria. 
